
INFORME SOBRE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS EN LA LEY DE 

CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO POR LA LEY 31/2022, QUE AFECTAN A LA 

COMPETENCIA.

La Comisión Gallega de la Competencia (CGC), como órgano colegiado 

independiente, es la encargada de la aplicación en la Comunidad Autónoma de 

Galicia de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia, según los 

criterios establecidos por la Ley 1/2002, de coordinación de competencias entre el 

Estado y las comunidades autónomas en materia de defensa de la competencia.

La Ley 1/2011, de 28 de febrero, reguladora del Consejo Gallego de la Competencia, 

y su posterior desarrollo, en su artículo 8º, recoge las funciones de promoción de 

la competencia, destacando que promoverá la competencia efectiva en los 

mercados de la Comunidad Autónoma de Galicia mediante, entre otros, la 

realización de estudios generales sobre la competencia, elaboración de informes 

sobre los distintos sectores económicos, que podrán incorporar propuestas de 

liberalización, desregulación o modificación normativa o el seguimiento y, en su 

caso, realización de informes respecto a los efectos sobre la competencia efectiva 

en los mercados de la actuación pública, tanto de los actos administrativos como 

de las normas con rango inferior a ley, aprobadas por las administraciones 

autonómica y locales.
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En virtud de estas atribuciones, la Comisión Gallega de la Competencia (CGC), ha 

decidido elaborar este INFORME SOBRE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS EN 

LA LEY DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO POR LA LEY 31/2022, QUE AFECTAN 

A LA COMPETENCIA.

1.INTRODUCCIÓN

Según se explica en los distintos documentos y guías1 elaboradas sobre 

contratación pública y competencia, existen dos parámetros en los cuales el 

sector público se convierte en elemento crucial a la hora de preservar la libre 

competencia,

a. Desarrollando procedimientos de contratación que ni en su diseño, ni en su 

desarrollo, ni posteriormente en la ejecución del contrato introduzcan 

restricciones injustificadas a la competencia.

b. Ayudando a prevenir y combatir potenciales actuaciones ilícitas de colusión 

de las empresas oferentes en el proceso de contratación, esto es, las 

actuaciones de manipulación fraudulenta de ofertas (conocido 

internacionalmente como bid rigging).

Una competencia adecuada entre licitadores comporta unos resultados más 

favorables en términos de menor precio y mayor calidad para el órgano 

adjudicador, y por tanto para el interés general.

1 Guía sobre Contratación Pública y Competencia de la CNMC en https://www.cnmc.es/ambitos-
de-actuacion/competencia/normativa-y-guias
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La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) ha 

incorporado distintas medidas orientadas a disminuir la probabilidad de aparición 

de conductas anticompetitivas en la contratación pública. 

La inclusión en la LCSP de medidas concretas destinadas a lograr avances 

efectivos en materia de defensa de la competencia resulta adecuado, a juicio de la 

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), en la medida en que 

en «la contratación pública confluyen circunstancias que la convierten, 

inherentemente, en un área relativamente más proclive a la existencia de prácticas 

irregulares desde el punto de vista de la competencia que perjudican, si no se 

corrigen, a la Administración Pública, a los potenciales competidores y, en último 

término, a los ciudadanos y contribuyentes”2.

Así, los artículos 1 y 132 de la LCSP establecen la eficiente utilización de los fondos 

públicos a través de la salvaguarda de la libre competencia como uno de los 

principios informadores de la Ley, al que debe sujetarse imperativamente la 

contratación pública. Además, en la LCSP se le otorga en las licitaciones públicas a 

las Autoridades de Defensa de la Competencia un nuevo rol:

1ª.- Al establecer que si en el ejercicio de sus funciones la mesa de 

contratación o, en su defecto, el órgano de contratación tuviera indicios 

fundados de conductas colusorias en el procedimiento de contratación, en 

el sentido definido en el artículo 1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de 

Defensa de la Competencia (LDC), los trasladará con carácter previo a la 

adjudicación del contrato a la CNMC o, en su caso, a la autoridad de 

competencia autonómica correspondiente, a efectos de que, a través de un 

2 En Iglesias Rey, Patricia; “La necesaria cooperación entre los Tribunales de Recursos 
contractuales y las Autoridades de Defensa de la Competencia ante prácticas anticompetitivas” 
en Observatorio de contratación pública, 2019
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procedimiento sumarísimo, que se regulará reglamentariamente, se 

salvaguarde la libre competencia.

De este modo, la LCSP ha considerado adecuado introducir un mandato 

general a los órganos de contratación, los órganos consultivos y los 

órganos competentes para resolver el recurso especial, de velar en todo el 

procedimiento de adjudicación por la salvaguarda de la libre competencia; 

(artículo 150.1 de la LCSP).

2ª.- Por otro lado, la LCSP para facilitar el acceso a la contratación pública a 

un mayor número de empresas, ha invertido la regla de la división en lotes 

de los contratos que se aplicaba hasta el momento. De esta forma, salvo en 

el contrato de concesión de obra, el órgano de contratación deberá explicar 

en el expediente los motivos que justifican la no división del contrato en 

lotes. 

La LCSP entiende que está justificada la no división en lotes del objeto del 

contrato cuando la división conlleve el riesgo de restringir 

injustificadamente la competencia. A los efectos de aplicar este criterio, el 

órgano de contratación debe solicitar informe previo a la CNMC (o 

autoridad de competencia autonómica) para que se pronuncie sobre la 

concurrencia de esta circunstancia. Esta medida facilita el acceso al 

mercado de empresas que, de licitarse el proyecto en un único contrato, no 

dispondrían de la capacidad productiva para acometerlo de manera 

individual y que, por tanto, no podrían presentarse al concurso. Ante esta 

situación, dichas empresas podrían entablar contactos para negociar una 

posible concurrencia al concurso en UTE con otras empresas que 

dispusieran de los recursos de los que las primeras careciesen.3

3 En Iglesias Rey, Patricia; “La necesaria cooperación entre los Tribunales de Recursos 
contractuales y las Autoridades de Defensa de la Competencia ante prácticas anticompetitivas” 
en Observatorio de contratación pública, 2019
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3º Es destacable que, con la no observancia de las previsiones legales en 

materia de competencia, se ha introducido la posibilidad de sancionar en 

materia de falseamiento de la competencia; es una medida relacionada con 

la prevención de prácticas anticompetitivas y referida concretamente a la 

prohibición de contratar con el sector público por haber sido sancionado 

con carácter firme por una infracción grave.

2. LAS MODIFICACIONES QUE REALIZA LA LEY 31/2022, DE 23 DE DICIEMBRE, DE 

PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA EL AÑO 2023 EN LA LCSP

La Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 

año 2023, por medio de su Disposición final vigésima séptima, con efectos desde 

su entrada en vigor el 1 de enero de 2023 y vigencia indefinida, modifica la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en 

adelante LCSP).

Las modificaciones que realiza la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos 

Generales del Estado para el año 2023 en la LCSP y que afecta principalmente a la 

competencia, es la siguiente:

n) da una nueva redacción a la Disposición final decimosexta de la LCSP, en 

relación con la entrada en vigor de la propia norma: se elimina la referencia a 

que la entrada en vigor del tercer párrafo del apartado 1 del artículo 150 se 
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producirá en el momento en que lo haga la disposición reglamentaria a la que 

se refería el mismo. A continuación, será objeto de análisis el procedimiento 

que la Ley 31/2022 introduce en el artículo 150.1 de la LCSP.

El artículo 1 de la LCSP 2017 recoge entre sus principios generales la salvaguarda 

de la libre competencia. También se destaca en el preámbulo de la norma a la 

defensa de la competencia como objetivo del sistema legal de contratación 

pública4 que establece (primer párrafo del apartado III). Y a lo largo de su 

articulado, la LCSP incluye previsiones para la salvaguarda de la libre competencia, 

como las de sus artículos 64, apartados 1 y 2; 69.2; 96.4; 99; 132; 139.3; 150.1; 167.e); 

y 332, apartados 6 y 9.

El artículo 150 de la LCSP regula la clasificación de las ofertas y la adjudicación del 

contrato y prevé que la mesa de contratación o, en su defecto, el órgano de 

contratación clasificará, por orden decreciente, las proposiciones presentadas 

para posteriormente elevar la correspondiente propuesta al órgano de 

contratación, en el caso de que la clasificación se realice por la mesa de 

contratación5.

El párrafo 3 del apartado 1 del artículo 150 disponía, antes de su reforma por la 

Ley 31/2022, que:

 “si en el ejercicio de sus funciones la mesa de contratación, o en su defecto, el 

órgano de contratación, tuviera indicios fundados de conductas colusorias en 

4 Ver la Guía sobre Contratación Pública y Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia en la que se ofrece pautas para mejorar el diseño de las licitaciones públicas 
y detectar la colusión entre empresas.

5 MIÑO LÓPEZ, A., “Defensa de la competencia y contratación pública”, Tratado de contratos del 
sector público (dir. GALLEGO CÓRCOLES y GAMERO CASADO), Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, 
vol. 1, págs. 369-421.
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el procedimiento de contratación, en el sentido definido en el artículo 1 de la 

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, los trasladará con 

carácter previo a la adjudicación del contrato a la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia o, en su caso, a la autoridad de competencia 

autonómica correspondiente, a efectos de que a través de un procedimiento 

sumarísimo se pronuncie sobre aquellos. La remisión de dichos indicios tendrá 

efectos suspensivos en el procedimiento de contratación. Si la remisión la 

realiza la mesa de contratación dará cuenta de ello al órgano de contratación. 

Reglamentariamente se regulará el procedimiento al que se refiere el 

presente párrafo.”

Esta previsión del artículo 150, de acuerdo con la Disposición final decimosexta 

de la LCSP, no había entrado todavía en vigor, pues no se había regulado 

reglamentariamente el procedimiento ante la autoridad de defensa de la 

competencia.

2.1.  La Resolución 60/2021 del TACRC

Es destacable en este momento lo subrayado por el Tribunal Administrativo 

Central de Recursos Contractuales, en su resolución 60/20216, de 22 de enero de 

2021:

“nada impide al órgano de contratación que, para resolver lo procedente con 

el fin de velar en la adjudicación por la salvaguarda de la libre competencia, 

solicite un informe facultativo -que no preceptivo, como el exigido por el 

todavía no vigente artículo 150.1 de la LCSP- del órgano competente en 

materia de defensa de la competencia, además de notificarle los indicios de 

6 Recurso contra exclusión en contrato de servicios, LCSP. Estimación. Exclusión de licitadores 
por prácticas colusorias. Vicio de procedimiento por no dar a los licitadores la oportunidad de 
alegar y probar y, de fondo, por imputársele practicas colusorias ajenas al procedimiento de 
licitación y ligadas a contratos distintos.
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actuación colusoria, conforme previene el artículo 132.3 LCSP, notificación, 

esta sí, obligada.

Ello es así porque el artículo 79.1 de la LPACAP permite, a efectos de la 

resolución del procedimiento, solicitar no solo aquellos informes que sean 

preceptivos sino también los que se juzguen necesarios para resolver.

Tampoco, como dijimos es necesario acreditar la práctica colusoria, bastando 

de acuerdo con la Directiva con la existencia de indicios fundados, para 

acordar la exclusión de la oferta.

Ahora bien, para ello es imprescindible la concurrencia de dos requisitos 

esenciales, uno formal y otro material.

En cuanto al formal, de acuerdo con el artículo 57.6 de la Directiva, y con las 

normas que rigen el procedimiento administrativo, y que, el artículo 69.2 

LCSP, en cuanto a las UTE, recoge cuando se aprecien posibles indicios de 

colusión, es dar un trámite a las empresas a la que se imputan las prácticas 

para que, en su defensa, puedan alegar y probar, justificando su actuación.

Este requisito es inexcusable, pues responde al derecho de defensa, que forma 

parte del acervo constitucional común de todos los Estados miembros de la 

Unión Europea en tanto Estados de Derecho, y que recoge y ampara 

expresamente nuestra Constitución en su artículo 24, pues de otro modo se 

produce a los licitadores una patente indefensión.

En cuanto al fondo, porque la actuación de la mesa y del órgano de 

contratación ha de ceñirse exclusivamente a lo que es su competencia, el 

desarrollo del procedimiento de licitación con arreglo a la LCSP y el PCAP, y 

en modo alguno puede extenderse a hechos ajenos a aquella licitación, aun 

cuando pudieran tener conexión con ella desde la perspectiva de la defensa 

de la competencia, pues el deber de velar por su defensa que pesa sobre el 

órgano de contratación se ciñe exclusivamente al procedimiento de licitación.
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Ambos requisitos han sido aquí vulnerados por la mesa de contratación y, 

después, por el órgano de contratación, pues se ha condenado a las 

recurrentes a su exclusión sin haber sido oídas y darles la oportunidad de 

contradecir los indicios, y por otro ambos órganos se han excedido en su 

competencia yendo en la defensa de la competencia mucho más allá de lo que 

la LCSP les permite, que se ciñe al concreto procedimiento de licitación, 

erigiéndose en competentes para resolver sobre la vulneración de la LDC 

cuando manifiestamente no lo son.

En definitiva, el acto impugnado es nulo de pleno derecho y, en consecuencia, 

se estiman los recursos interpuestos.”

2.2.  La modificación del artículo 150 LCSP

Siendo esto así, la Ley 31/2022 ha venido a modificar el apartado 1 del artículo 

150 y fijar el procedimiento para cuando se aprecien indicios fundados de 

conductas colusorias.

La nueva regulación prevé que en los contratos sujetos a regulación armonizada 

que celebren cualquiera de las entidades sujetas a la LCSP, si se apreciasen indicios 

fundados de conductas colusorias en el procedimiento de contratación en 

tramitación, en el sentido definido en el artículo 1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 

de Defensa de la Competencia, el órgano de contratación, de oficio o a instancia 

de la mesa de contratación, los trasladará con carácter previo a la adjudicación del 

contrato a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a 

la autoridad de competencia autonómica correspondiente con el fin de que, en el 

plazo de 20 días hábiles, emita un informe sobre el carácter fundado o no de tales 

indicios.
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“El traslado a que alude el párrafo anterior deberá incluir una explicación 

detallada sobre los indicios detectados y sobre las razones para considerar su 

carácter presuntamente colusorio e irá acompañado del expediente de 

contratación, incluida la totalidad de las ofertas presentadas por todos los 

licitadores, sin perjuicio del deber de confidencialidad previsto en el art. 133 

LCSP. La autoridad de defensa de la competencia podrá solicitar 

documentación adicional al órgano de contratación siempre que guarde 

relación con los indicios mencionados en la remisión. En este supuesto, deberá 

ponerse la documentación requerida a disposición de la autoridad de 

competencia en un plazo máximo de 3 días hábiles.

La remisión de esta documentación a la autoridad de defensa de la 

competencia correspondiente supondrá la inmediata suspensión de la 

licitación, la cual no será notificada a los licitadores ni tampoco será objeto 

de publicación. El órgano de contratación deberá mantener en todo momento 

la debida confidencialidad de estas actuaciones.

Una vez recibido el informe de la autoridad de competencia, si el mismo no 

concluye que existen tales indicios fundados de conductas colusorias, el 

órgano de contratación dictará resolución alzando la suspensión, que 

tampoco será objeto de notificación ni publicación, y continuará con la 

tramitación del procedimiento de contratación sin la exclusión de ningún 

licitador por este motivo.

En caso de que el informe concluyese que existen indicios fundados de 

conducta colusoria, el órgano de contratación notificará y publicará la 

suspensión y remitirá a los licitadores afectados la documentación necesaria 

para que en un plazo de diez días hábiles aleguen cuanto tengan por 

conveniente en defensa de sus derechos. El órgano de contratación cuidará de 

que los licitadores afectados reciban toda la documentación necesaria para el 

ejercicio de su derecho, pero sin revelar aspectos de las ofertas del resto de 
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licitadores, si ya se hubiesen presentado, y con respeto al deber de 

confidencialidad previsto en el artículo 133 de esta ley. Una vez evacuado este 

trámite, el órgano de contratación podrá recabar de la Comisión Nacional de 

los Mercados y la Competencia o, en su caso, de la autoridad de competencia 

autonómica correspondiente los informes que juzgue necesarios para resolver, 

que deberán ser emitidos en el plazo improrrogable de 3 días hábiles. A la 

vista de los informes obrantes en el procedimiento, de las alegaciones y 

pruebas de los licitadores afectados y de las medidas que en su caso estos 

acrediten haber adoptado para evitar futuras infracciones, el órgano de 

contratación resolverá de forma motivada lo que proceda en el plazo de 10 

días hábiles.

Si el órgano de contratación resuelve que existen indicios fundados de 

conductas colusorias excluirá del procedimiento de contratación a los 

licitadores responsables de dicha conducta y lo notificará a todos los 

licitadores, alzando la suspensión y continuando el procedimiento de 

contratación con los licitadores restantes, si los hubiere. Si resuelve que no 

existen indicios fundados de conducta colusoria, alzará la suspensión y 

continuará la tramitación del procedimiento de contratación sin la exclusión 

de ningún licitador por este motivo.

En caso de no recibir el informe de la autoridad de competencia en el plazo de 

20 días hábiles, el órgano de contratación podrá acordar continuar con la 

tramitación del procedimiento o iniciar el procedimiento contradictorio 

establecido en este apartado. En este último caso, si el órgano de 

contratación recibiera el informe de la autoridad de competencia antes de 

haber dictado su resolución, no procederá acordar la exclusión de ningún 

licitador cuando dicho informe no concluya que existen indicios fundados de 

conducta colusoria. Igualmente, si el órgano de contratación recibiera el 

informe en el mencionado sentido una vez dictada la resolución que acuerde 
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la exclusión de algún licitador, podrá revocar dicha resolución si así lo 

considera procedente siempre que aún no se hubiera adjudicado el contrato.

El órgano de contratación comunicará la resolución de adjudicación del 

contrato a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su 

caso, a la autoridad de competencia autonómica correspondiente, por medios 

electrónicos el mismo día en que se acuerde. Esta comunicación hará decaer 

cualquier solicitud de informe que no hubiera sido atendida hasta esa fecha, 

no pudiendo las autoridades de competencia emitir el informe a partir de ese 

momento.”

2.3. Otras modificaciones que afectas a la competencia

La Ley 31/2022 también modifica el apartado 2 del artículo 69 de la LCSP para 

regular el procedimiento cuando haya posibles indicios de colusión entre 

empresas que concurran agrupadas en una unión temporal. Establece que 

cuando en el ejercicio de sus funciones la mesa de contratación o, en su defecto, el 

órgano de contratación apreciará posibles indicios de colusión entre empresas que 

concurran agrupadas en una unión temporal, se aplicará el procedimiento 

establecido en el artículo 150.1 de la LCSP.

En el mismo sentido, la Ley 31/2022 modifica, a través de su Disposición final 

décima novena, la Disposición adicional octava de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, 

de contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la seguridad, 

sobre las prácticas contrarias a la libre competencia.

Establece ahora la norma que los órganos de contratación, la Junta Consultiva de 

Contratación Pública del Estado y los órganos competentes para resolver el 

recurso especial en materia de contratación notificarán a la Comisión Nacional de 
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los Mercados y la Competencia o, en su caso, a la autoridad de competencia 

autonómica correspondiente cualesquiera hechos de los que tengan conocimiento 

en el ejercicio de sus funciones que puedan constituir infracción de la legislación 

de defensa de la competencia. En particular, comunicarán cualquier indicio de 

acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica concertada o 

conscientemente paralela entre los licitadores, que tenga por objeto, produzca o 

pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en el 

proceso de contratación. Se aplicará a esta comunicación lo establecido en el 

artículo 150.1 de la LCSP en lo referente a sus requisitos, a su procedimiento y a 

sus efectos.

Asimismo, remite al procedimiento del artículo 150.1 de la LCSP la normativa de 

contratación en los sectores especiales, ya que la Ley 31/2022, a través de su 

Disposición final trigésima, modifica el Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de 

febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico 

español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación 

pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de 

pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales.
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3. ANEXO: Guía de los procedimientos para la notificación de indicios de prácticas colusorias en la contratación pública
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